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La «otra mitad» del derecho. Notas preliminares sobre 
legisprudencia y jurisprudencia* 

A. Daniel Oliver-Lalana** 

En principio, se puede presumir que (casi) todos los juristas tenemos 
interés por la legislación y los legisladores —por esa «otra mitad» del derecho a 
que alude el título—; y, desde luego, tenemos también conocimientos, 
opiniones y creencias sobre lo que es, lo que implica y lo que debería ser legislar 
en una democracia constitucional. Rastrear de dónde provienen nuestro interés 
y nuestras ideas legisprudenciales sería un ejercicio interesante, pero 
planteémonos la pregunta inversa: de dónde no provienen. Responder a eso es 
más fácil: no provienen de un aprendizaje teórico-práctico específico que 
hayamos adquirido durante nuestra etapa estudiantil o formativa. A salvo de 
contadas excepciones, las facultades de derecho, jurisprudencia o ciencias 
jurídicas no suelen incluir la teoría y la práctica de la legislación en sus 
currículos, de forma que nuestras ideas legisprudenciales, lo que los juristas 
sabemos de legislar, acaban siendo un «subproducto» de las enseñanzas e 
investigaciones que consideramos genuinamente jurídicas, en especial de la 
reconstrucción dogmática de las leyes y de su interpretación (sea para juzgar, 
litigar o asesorar). Esto resulta muy chocante: ¿cómo puede ignorarse la 
producción legislativa del derecho al estudiar derecho en la facultad de derecho? 
Una interrogación similar cabría hacer —siempre en términos generales— 
respecto a la teoría del derecho. 

1. El derecho «demediado»  

En El vizconde demediado, Italo Calvino narra la historia de Medardo de 
Terralba. Durante una batalla, un cañonazo alcanzó a Medardo —el vizconde— 
y lo partió en dos mitades: el malvado Gramo y el santo Buono. No entraré en el 
detalle de la trama, pero ambos, como pasa a veces en estos cuentos, se 
enamoraron de la misma moza, de nombre Pamela, y terminaron batiéndose en 
duelo por ella —luego desvelaré cómo concluye la historia—. Pues bien, al igual 
que le ocurrió al vizconde, en algún momento decidimos «demediar» el 
(estudio del) derecho, partirlo en dos. Poner fecha exacta a este otro cañonazo 
sería arbitrario, pero digamos que en la Europa continental fue a lo largo del s. 
XIX, más o menos tras la primera oleada de codificaciones, al surgir la llamada 
«ciencia» jurídica moderna. De un lado quedó el derecho positivo, «ya puesto» 
(ese del que nos ocupamos tradicionalmente los juristas); de otro, su 
producción, que fue desterrada al oscuro reino de la política. No hace falta decir 
cuál es, para los juristas, la mitad buena y la mitad mala del derecho —para las 
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gentes de Terralba ninguna era del todo buena: se temía a Gramo, aunque 
también se desconfiaba de Buono—. Al margen del trasfondo ideológico de este 
cisma y de sus diversas variantes y evoluciones nacionales,1 el caso es que los 
destinos de la jurisprudencia y la legisprudencia se separaron. Lo cual, por 
cierto, no impide que los juristas contribuyamos a la teoría y la práctica 
legislativa. Siempre hemos sido quienes mejor teorizamos acerca de legislación, 
e incluso capitaneamos hoy los estudios legislativos en (casi) todo el mundo; 
además, solemos también redactar la mayoría de leyes y asesorar a gobiernos e 
instituciones, por no hablar de los muchos profesionales jurídicos que ocupan 
escaños en parlamentos o altas responsabilidades legislativas en ministerios, 
agencias y administraciones públicas. Pese a ello, los estudios legislativos 
siguen, por lo común, desterrados de la enseñanza del derecho en España y 
otros países de nuestra cultura jurídica.2 Sirva un ejemplo anecdótico: en mi 
facultad no se imparte ni una sola materia de grado o de postgrado sobre 
legisprudencia —valdría decir, pues, que trabajo en una facultad de «derecho 
demediado».  

En un entorno académico cautivo de la escisión artificial entre legislación 
y derecho, la educación jurídica (re)produce algunos males o desajustes preocu-
pantes. Destacaré tres. Uno sería el mal de la autocontradicción. En nuestras 
facultades predicamos el respeto a y el impero de la ley, y enseñamos a suponer 
su legitimidad y racionalidad al aplicarla e interpretarla, pero lo que a menudo 
pensamos, y transmitimos de rondón a los estudiantes, es que la legislación 
responde, más bien, al oportunismo y al capricho político. El segundo mal 
combinaría clausura y elitismo. Como cualquier grupo experto, queremos 
monopolizar nuestro campo de trabajo y adiestramos a los futuros juristas en 
esa pretensión de monopolio: nos intentamos apropiar de algo —el derecho— 
que pertenece al conjunto de la sociedad. De ahí que en (bastantes de) nuestras 
aulas suela respirarse cierto aire de desconfianza frente a la democracia, y que 
tendamos a verla casi como una amenaza para la seguridad jurídica y los 
derechos fundamentales (que tan solo los juristas sabríamos resguardar del 
populismo legislativo). Y el tercer mal que se contagia en la facultad de derecho 
sería el del doble rasero. Desacreditamos la legislación y a los legisladores reales 
mostrándolos en su peor cara, en su cruda facticidad, descartando de antemano 
que puedan tener alguna cara amable.3 No solemos hacer igual con «nuestra» 
mitad del derecho, aunque también existan profesores, obras doctrinales, jueces 
y sentencias poco encomiables. Pero no por eso dejamos de enseñar y estudiar 
teoría, metodología y dogmática jurídica. En una palabra, en ambos lados del 
derecho encontramos, como advertía R. Pound hace cien años,4 defectos y 
virtudes semejantes —ni Buono es tan santo ni Gramo, tan perverso—. Estos 
tres males encarnan actitudes típicas frente al extranjero, y ahí podría quizá estar 
la clave: en la autoconcepción de los juristas como únicos participantes fidedig-
                                                           
1 Véase, por ejemplo, Bar-Siman-Tov (2019, pp. 275 ss.). 
2 Hay excepciones, claro, como los programas y estudios sobre derecho parlamentario. 
3 Véase Prieto (1987, pp. 16 ss.); en línea pareja, Rubin (2018, pp. 143 ss.). 
4 R. Pound (1908, pp. 405-406). 
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nos en el derecho, y en nuestra visión correlativa de los legisladores como habi-
tantes de una provincia lejana y muy tenebrosa. Las cosas cambiarían mucho si 
mirásemos la legislación y a los legisladores como parte del derecho. Este es el 
enfoque o punto de vista que adopta la legisprudencia.  

2. El punto de vista legisprudencial  

Según lo veo, el punto de vista legisprudencial es el de un participante en 
el derecho (legislador o legisladora) que, dentro del marco de una democracia 
constitucional donde rige el imperio de la ley,5 se toma en serio su rol y su tarea 
(legislar, en cualesquiera contextos). Se trata, por tanto, de un enfoque crítico-
normativo: la legisprudencia aspira a establecer pautas y modelos de buena 
legislación —y no necesariamente ha de aspirar a más—.6 Sobre esto convendría 
advertir dos cosas. Una es que la perspectiva del participante no implica 
utopismo legislativo ni idealiza a los legisladores reales. Al contrario, asumir 
esta perspectiva exige atender a las «circunstancias» en que se legisla,7 
mantener un anclaje empírico en las realidades legislativas y saber ponerse en el 
pellejo de legislador (todos hemos legislado y legislamos cotidianamente en 
muy diversos ámbitos: conviene tener presente de qué fuimos y somos 
capaces). La legisprudencia adopta ante la legislación, en definitiva, el mismo 
enfoque que la jurisprudencia estándar adopta ante la jurisdicción, la dogmática 
e incluso la abogacía: como juristas, nos importa cómo deben y pueden ser esas 
prácticas bajo condiciones reales, aunque sepamos de sobra que jueces, 
profesores y abogados somos imperfectos, como imperfectas son nuestras 
circunstancias. Y mi otro apunte es que existe una razonable diversidad de 
concepciones legisprudenciales que encajan dentro de esa «perspectiva» de le-
gisladores que se toman en serio su trabajo en una democracia constitucional. 
Sucede otro tanto en la jurisprudencia con respecto a los jueces (por más que 
algunos reclamen para sí la perspectiva del participante, los jueces participan en 
el derecho desde diversas concepciones jurídicas). El punto de vista 
legisprudencial no es unitario ni homogéneo. Implica respetar siempre, 
digamos, unos mínimos de método legislativo y ciertos límites de 
procedimiento, forma y contenido: democracia, seguridad jurídica (dejemos 
abierto de qué tipo), derechos fundamentales. Pero, más allá de esos acuerdos 
de base, la legisprudencia resulta compatible con distintas concepciones de la 
buena legislación e ideologías legislativas —al igual que la jurisprudencia da 

                                                           
5 Huelga decir que la legisprudencia puede convivir —así fue durante siglos— con otros 
sistemas distintos de la democracia constitucional. Pero creo que esa convivencia sería hoy, 
como poco, difícil de mantener.  
6 Por descontado, la legisprudencia tiene o debería tener también un fuerte componente 
analítico y explicativo, así como otro empírico y sociológico. Es obvio, asimismo, que la 
legisprudencia, entendida como mera teoría (y no metodología) de la legislación, puede 
circunscribir su alcance al plano descriptivo y a la elucidación conceptual. Esto no le resta 
ningún valor, al contrario. Quizá lo suyo sería entonces no usar el marchamo de legis-prudencia. 
Personalmente, en cualquier caso, creo mejor no intentar eludir la dimensión fronética en el 
estudio teórico de la legislación. 
7 Wintgens (2012, pp. 283 ss.). y Waldron (1999, p. 102). 
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cabida a distintas ideologías jurídicas—. Según los escenarios legislativos, esas 
ideologías reinterpretan y combinan los mínimos legisprudenciales (o sea, los 
ingredientes básicos para la buena legislación) con énfasis y en proporciones 
diferentes.  

Legislar (bien) es una práctica compleja y contextual o casuística (por 
cuanto no hay una única receta que valga para todo); y es también, por fuerza, 
controvertida. Por eso, los juristas interesados en la legisprudencia procuramos 
(o deberíamos procurar) justificar nuestras opciones, y por eso exigimos (o 
deberíamos exigir) a los legisladores que justifiquen las suyas. Es decir, el punto 
de vista legisprudencial lleva a proyectar sobre quienquiera que legisle un 
deber de justificación (pública).8 De nuevo, puede bosquejarse un paralelo con 
la teoría y la práctica de juzgar o interpretar (bien). Los juristas aceptamos 
naturalmente discrepancias en el derecho, pero a condición de que se aporten 
razones para que podamos valorarlas. En una democracia constitucional, 
jurisprudencia y legisprudencia comparten, así, un mismo interés por la 
justificación del derecho: la autoridad, sea legislativa, judicial o doctrinal, no 
puede ya ser presupuesta, sino que ha de merecerse, y solo se merece si se 
justifica en público. Aunque el pluralismo teórico-ideológico excluya las 
legislaciones a gusto de todos, no excluye las legislaciones suficientemente 
razonadas en vista de cada constelación de circunstancias.9 Por desgracia, el éxito 
de esta versión «suficientista» de la legisprudencia depende de una cultura de 
la justificación legislativa todavía no —o poco— consolidada. Un reto para la 
legisprudencia es promover esta cultura no solo en la praxis legislativa, sino 
también en las facultades de derecho. Y esto concierne, por supuesto, a los 
tribunales (supremos o constitucionales): también a ellos les corresponde 
alguna misión legisprudencial. Los legisladores necesitan más que estímulos 
culturales para mejorar, y uno de los incentivos más eficaces podría estar en el 
control judicial de las justificaciones que ofrecen.  

3. Teoría del derecho, legislación y legisprudencia  

Esta rápida comparación entre las perspectivas legisprudencial y 
jurisprudencial tendría sin duda que afinarse más, pero al menos sirve para 
apuntalar el mensaje que subyace a esta introducción: por qué los juristas 
(incluidos los estudiantes) deberíamos dedicar más tiempo a la legisprudencia, 
y por qué las facultades de derecho deberían incorporar más decididamente en 
su currículo los estudios legislativos. Dicho en términos simples: porque mirar 
el derecho con ojo de legisladores ayuda a manejarse infinitamente mejor 
dentro de la provincia de la jurisprudencia, general o particular. Y la tesis vale 
también a la inversa: la teoría y la práctica de la legislación no deben abordarse 
de espaldas a la jurisprudencia, i.e. es imposible justificar bien leyes sin 
considerar cómo impactan en el sistema jurídico ni cómo van a manipularlas 
jueces y profesores. A la postre, todos los que participamos en el derecho de 

                                                           
8 Cfr. Mureinik (1994, pp. 31 ss.); Dyzenhaus (2015, pp. 425 ss.). 
9 Sartor (2009, pp. 17 ss.). 
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una democracia constitucional, por tomar prestada una expresión de J. Cohen, 
«labramos el mismo terreno».10 Eso es justo lo que hace posibles —y 
deseables— las sinergias entre legisprudencia y jurisprudencia. 

De hecho, aunque el propósito inicial de la sección era tan solo poner 
sobre la legislación y la empresa legislativa un foco de teoría del derecho, en 
seguida le añadimos el de explorar beneficios mutuos entre legisprudencia y 
jurisprudencia general, pues son, en efecto, muchos los problemas comunes a 
ambos campos de estudio. Obviamente, ni podíamos ni pretendíamos 
abarcarlos todos. Pero confío en que la pequeña muestra de temas que hemos 
seleccionado, al menos, resulte de interés para los lectores habituales de la 
revista, y para juristas que investigan sobre legislación o que están, de algún 
modo, involucrados en ella. Nos hemos centrado, principalmente, en cuestiones 
teóricas, pero que también tienen implicaciones y repercusiones sobre la 
práctica legislativa y sobre el manejo de las leyes por jueces y operadores 
jurídicos, académicos incluidos. Por motivos editoriales, y en vista de la 
extensión de algunos de los trabajos, hemos optado por dividir la sección 
especial en dos bloques: uno aparece ahora, en el número de la RTFD de 2023, y 
el otro se publicará en unas pocas semanas, dentro del número «en curso» 
correspondiente al año 2024.  

El primer bloque de artículos arranca con un examen analítico de la 
dimensión estructural y funcional de la legislación que D. Almonacid efectúa a 
la luz de una de las teorías legislativas más prominentes de las últimas décadas, 
bajo el título «Contribuciones de J. Waldron a una teoría descriptiva de la 
legislación». Los dos artículos que siguen entran de lleno en un terreno que ha 
recobrado importancia —teórica y práctica— en tiempos recientes: el empleo 
del proceso y los materiales legislativos como ayuda hermenéutica y, en 
concreto, la controversia sobre qué es y cómo hay que abordar, al interpretar las 
leyes, las intenciones legislativas.11 En «Comunicación y reconocimiento de la 
intención legislativa», J. Rodríguez-Toubes defiende la prioridad del texto de la 
ley como vehículo de expresión de las intenciones de las autoridades 
normativas, y recuerda que es tarea de los legisladores asegurarse de comunicar 
sus intenciones a través de las disposiciones que aprueban. Por su parte, T. 
Gkouvas («Las distintas formas de legislar y el lugar de la intención 
legislativa») pone el tema en relación con cuatro enfoques filosóficos sobre la 
producción legislativa del derecho, para sugerir una visión de la intención 
legislativa que evite tener que comprometerse con la idea de los estados 
mentales colectivos. Cierra este bloque un ensayo centrado ya en el discurso 
judicial acerca de la legislación («Principios de debido proceso legislativo en el 

                                                           
10 Cohen (1983, p. 1169): «Many so-called “rules of interpretation” applied by courts are (…) 
maxims of public policy to be used by judges in creating legislation out of vague and 
ambiguous statutes. In this sense, judicial power over legislative decision-making means tilling 
in the same work-field as that of legislators, albeit with smaller and more refined tools». 
11 Como botones de muestra, Nourse (2016); Sehl (2019, pp. 139-162); o Nascimento (2023, pp. 
105 ss). 
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control judicial de las leyes»): en él, a partir de una intuición de J. Waldron, 
procuro aprovechar nociones usuales de teoría jurídica para analizar la doctrina 
del Tribunal Constitucional español sobre vicios procedimentales al legislar.  

En la segunda parte de esta sección especial, ponemos las miras en cuatro 
áreas adicionales donde convergen las teorías jurídica y legislativa. El estudio 
de J.M. Cabra, «La indeterminación intencional en el derecho», se ocupa de las 
que podríamos llamar estrategias legislativas o regulativas basadas en la 
indeterminación lingüística, las cuales conecta además con la teoría de la 
racionalidad legislativa. Un asunto emparentado con la indeterminación 
deliberada discute F. Ferraro en su artículo sobre «La legislación simbólica», 
donde no solo esclarece mucho esa noción, sino que logra asimismo liberarla de 
las connotaciones negativas que le suele atribuir la literatura iusteórica, legística 
y dogmática. La interdependencia entre (buena) legislación y deliberación, con 
ser un objeto de investigación asentado en politología, sigue reclamando 
espacio en la legisprudencia y la teoría del derecho: C. Fernández-Blanco 
contribuye a dárselo con «Una propuesta de deliberación posible en el ámbito 
parlamentario» que ofrece interesantes aportes para el refuerzo deliberativo de 
la legislación. La sección especial concluye encarando un aspecto capital —y 
polémico— de la época legislativa que nos toca vivir:12 los nudges, empujoncitos 
o acicates que pergeñan los diseñadores de legislación y de políticas públicas, y 
que S. Zorzetto examina con ojo crítico en su artículo «Legislación conductual». 

En esta sección especial sobre teoría del derecho, legislación y legisprudencia, 
como decía, es imposible dar cuenta de todos los temas que lo merecerían. 
Aunque no quisiera extenderme demasiado con estas notas preliminares, 
tampoco me resisto a sugerir dos puntos más, que —espero— no tardarán 
mucho en ser abordados.13 Varios de los trabajos recogidos aquí tocan, sea 
directa u oblicuamente, la interrelación entre la interpretación y la producción 
de las leyes —no conviene olvidar que, vista con ojos de juez, la legisprudencia 
se parece a la teoría de la interpretación legislativa—.14 Pues bien, un proyecto 
atractivo en este sentido pasaría por analizar el modo en que interpretan el 
ordenamiento jurídico los propios legisladores, i.e. cómo (pre)interpretan las 
leyes que aprueban, y contrastarlo con las maneras judiciales y dogmáticas de 
interpretarlas.15 Y quizá podríamos subir un peldaño más en la jerarquía 
normativa para contemplar la legislación como una modalidad de 
interpretación constitucional: los legisladores electos, además de la legitimidad 

                                                           
12 No obstante, véase ya, por ejemplo, Bentham (1969, pp. 171 y 173). 
13 Sobre la convergencia entre deberes de justificación legisprudenciales y constitucionales —
otra área donde se intersecan la jurisprudencia y la teoría y la metodología de la legislación—, 
cfr. los artículos de D. Oliver-Lalana en la primera y de C. Fernández-Blanco en la segunda 
parte de esta sección especial. 
14 Krell (2018, p. 132). Sobre la relativa o tendencial simetría entre los criterios de interpretación 
y de justificación legislativa, cfr. Atienza (1997, pp. 95 ss.) o Díez Ripollés (2019, pp. 61-62). 
15 Gluck y Bressman (2013, pp. 901 ss. y 2014, pp. 725 ss.). Cfr. también Tobia, Slocum y Nourse, 
(2022, pp. 213 ss.). 
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más fuerte, tienen también capacidad para atribuir significado a textos constitu-
cionales y disposiciones iusfundamentales.16  

La otra línea de continuidad entre legisprudencia y jurisprudencia que 
quería trazar tiene que ver con el razonamiento probatorio. Típicamente, lo que 
hacemos los juristas en este ámbito es analizar y evaluar argumentos (judiciales) 
acerca de hechos pasados. Es lógico que sea así, puesto que los tribunales 
razonan de modo predominante sobre lo que ya ha ocurrido. Pero, cada vez 
más, han de razonar también prospectivamente, pronosticar hechos futuros, lo 
cual es un rasgo típico de la justificación legislativa (en cualquier contexto). 
Aquí hay claros beneficios recíprocos: quienes teorizan sobre, regulan o 
practican la argumentación fáctica en el derecho tienen en la legislación un fértil 
suelo de labor; y de sus teorías, regulaciones y experiencias sobre razonamiento 
probatorio podrían beneficiarse, por su lado, quienes se dedican a la legis-
prudencia.17 El desarrollo teórico de la «prueba legislativa» y de la indagación y 
valoración de los «hechos legislativos» sigue, en buena medida, pendiente 
todavía. 

En un libro publicado el año pasado, F. Ferraro y S. Zorzetto (2022, p. 5) 
recuerdan que la legisprudencia, además de su carga teórica, explicativa y 
crítica, «may indeed contribute to better legislation». Estudiar una práctica social, en 
nuestro caso la de legislar y justificar las leyes, no deja de ser un modo indirecto 
de ayudar un poco a mejorarla. Solo esto ya debería ser suficiente motivo para 
rellenar el hueco legislativo que queda en las facultades de derecho,18 también 
en la teoría jurídica. Las leyes son el pan diario de la vida de cualquier jurista 
(académico o práctico), y no hay otro colectivo profesional que trate con ellas 
tan seria e intensamente como nosotros. Si es así, lo mínimo que uno esperaría 
es que la legisprudencia tuviese un papel más destacado en nuestra formación y 
en nuestra «ciencia» jurídica.  

4. Coda 

Desvelo ahora el final del cuento de Italo Calvino. Acaba bien: tras el 
duelo por Pamela, los dos medios vizcondes quedan malheridos, y el médico —
inglés—de la corte los vuelve a unir, cosiéndolos. Ya completo, el vizconde se 
casa con la moza y viven felices. Ojalá pase algo así con la formación e 
investigación jurídica. Ojalá volvamos pronto a emparejar jurisprudencia y 
legisprudencia, y reabramos de una vez la frontera que hace unos doscientos 
años cerramos con nuestra provincia legislativa, con la «otra mitad» del 
derecho. 

                                                           
16 Webber et al. (2018); Jackson (2016, pp. 1717 ss.); o Fisher (1985, pp. 707 ss), entre otros 
muchos. Recientemente, por ejemplo, Magallón (2022, pp. 417 ss.).  
17 Este punto conecta, a su vez, con el empleo judicial de estándares legisprudenciales al 
controlar las leyes: cfr., por ejemplo, van Gestel y de Poorter (2016, pp. 155 ss.); Chung (2016, 
pp. 244 ss.); Araiza (2013, pp. 878 ss.).   
18 Cfr. e.g. Voermans (2019). 



A. Daniel Oliver-Lalana 

1 0 4  |  w w w . r t f d . e s  

5. Bibliografía 

Araiza, R. (2013) «Deference to congressional fact-finding in rights-enforcing 
and rights-limiting legislation», New York University Law Review 88, pp. 878-957.  

Atienza, M. (1997) Contribución a una teoría de la legislación, Madrid: Civitas. 

Bar-Siman-Tov, I. (2019) «The global revival of legisprudence. A comparative 
view on legislation in legal education and research», en Conceptions and 
misconceptions of legislation, Cham: Springer, pp. 275-294. 

Bentham, J. (1969) «Indirect legislation», en M.P. Marck, A Bentham Reader, New 
York: Pegasus, pp. 171-188. 

Cohen, J. (1983) «Legisprudence: problems and agenda», Hofstra Law Rev 11/4, 
pp. 1163-1183. 

Chung, F.H-Ch. (2016) «Defending due deference: probing procedural 
propriety in proportionality», Statute Law Review 37/3, pp. 244-264. 

Díez Ripollés, J.L. (2019) «Rationality in Criminal Law Making. Rational 
Decision Making in a Complex Socio-Legislative Perspective», en Conceptions 
and misconceptions of legislation, Cham: Springer, pp. 51-80. 

Dyzenhaus, D. (2015) «What is ‘a democratic culture of justification’?», en M. 
Hunt, H.J. Hooper y P. Yowell (eds.), Parliaments and human rights, Oxford: 
Hart, pp. 425-468. 

Ekins, R. (2019) «Intentions and Reflections: The Nature of Legislative Intent 
Revisited», The American Journal of Jurisprudence 64/1, pp. 139-162. 

Ferraro, F. y Zorzetto, S. (eds.) (2022) Exploring the province of legislation, Cham: 
Springer, pp. 1-6. 

Fisher, L. (1985) «Constitutional Interpretation by Member of Congress», North 
Carolina Law Review 63, pp. 707-747. 

Gluck, A. y Bressman, L.S. (2013) «Statutory interpretation from the inside—An 
empirical study of congressional drafting, delegation, and the canons (Part I)», 
Stanford Law Review 65, pp. 901-1026. 

Gluck, A. y Bressman, L.S. (2014) «Statutory interpretation from the inside—An 
empirical study of congressional drafting, delegation, and the canons (Part II)», 
Stanford Law Review 66, pp. 725-802. 



La «otra mitad» del derecho 

 

105 | w w w . r t f d . e s  

Jackson, V. (2016) «Pro-constitutional representation. Comparing the role 
obligations of judges and elected representatives in constitutional democracy», 
William & Mary Law Review 57, pp. 1717-1788. 

Krell, M.R. (2018) «Judging as Soccer: jurisprudence, legisprudence, and 
metaphor», Elon Law Rev 10, pp. 125-164.  

Magallón, A. (2022) «Interpretar derechos fundamentales desde el escaño», en 
Debatiendo leyes. Estudios sobre justificación parlamentaria de la legislación, Madrid: 
Dykinson, pp. 417-448. 

Mureinik, E. (1994) «A Bridge to Where? Introducing the Interim Bill of Rights», 
South African Journal on Human Rights 10/1, pp. 31-48. 

Nascimento, R.S. (2023) «El argumento de la intención del legislador», Doxa 47, 
pp. 105-133. 

Nourse, V. (2016) Misreading Law, Misreading Democracy, Cambridge (Ma.): 
Harvard UP. 

Pound, R. (1908) «Common law and legislation», Harvard Law Review 21, pp. 
405-406. 

Prieto, L. (1987) Ideología e interpretación jurídica, Madrid: Tecnos, 1987. 

Rubin, E. (2018) «Statutory Design as Policy Analysis», Harvard Journal on 
Legislation 55, pp. 143-183. 

Sartor, G. (2009) «A sufficientist approach to reasonableness in legal decision-
making and judicial review», en G. Bongiovanni et al. (eds.), Reasonableness and 
law, Dordrecht: Springer, pp. 17-68. 

Sehl, M. (2019) Was will der Gesetzgeber? Nomos, Baden-Baden, 2019. 

Tobia, K., Slocum, B. y Nourse, V. (2022) «Statutory Interpretation from the 
outside», Columbia Law Review 122, pp. 213-330. 

van Gestel, R. y de Poorter, J. (2016) «Putting evidence-based law making to the 
test», The Theory and Practice of Legislation 4/2, pp. 155-185. 

Voermans, W. (2019) «In the Law we trust. Some thoughts on the ‘legislative 
gap’ in legal studies», en Conceptions and misconceptions of legislation, Cham: 
Springer, pp. 295-308. 

Webber G. et al. (2018) Legislated Rights – Securing Human Rights through 
Legislation, Cambridge: Cambridge UP. 



A. Daniel Oliver-Lalana 

1 0 6  |  w w w . r t f d . e s  

Wintgens, L.J. (2012) Legisprudence. Practical Reason in Legislation, Aldershot: 
Ashgate. 

Waldron, J. (1999) Law and Disagreement, Oxford: OUP. 


